TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL - FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, tres de julio de dos mil nueve
Acta No. 294 del 3 de julio de 2009 

   Expediente 66001-31-03-003-2009-00034-01

Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 8 de junio pasado, por medio del cual se sancionó al doctor Augusto Moreno Barriga, Gerente General de la Caja Nacional de Previsión Social “CAJANAL EICE”, con tres días de arresto y multa de un salario mínimo mensual, por haber incumplido la orden impartida en sentencia de tutela de fecha 27 de febrero de 2009.

ANTECEDENTES

En el aludido fallo, cuya copia se incorporó en esta instancia, el Juzgado resolvió conceder la tutela invocada por la señora Gloria Taborda Muletón y ordenó “a la entidad accionada” que en el término improrrogable de cuarenta y ocho horas diera respuesta de fondo a la solicitud elevada por la demandante, relacionada con el  reconocimiento de la pensión gracia.

Mediante proveído del pasado 19 de mayo, luego de haberse requerido al gerente de cajanal información sobre las gestiones efectuadas para dar cumplimiento al fallo, se abrió incidente por desacato y se ordenó correrle traslado por tres días para que se pronunciara y solicitara pruebas.  El término venció en silencio.
Por auto del 8 de junio último se declaró que el Gerente General de la Caja Nacional de Previsión Social –Cajanal- EICE  incurrió en desacato y se le sancionó en la forma indicada al comienzo de esta providencia. Encontró la señora juez de primera instancia acreditado el incumplimiento, ya que no respondió la solicitud de la accionante, a pesar de haberse superado ampliamente el término que se le otorgó para ese fin.

Esa decisión la ordenó consultar con esta Sala y ese es el grado de jurisdicción que ahora se decide. 

CONSIDERACIONES

La Constitución Política en su artículo 86 consagra la acción de tutela como un mecanismo con el que cuentan las personas para obtener protección efectiva de sus derechos constitucionales fundamentales, mediante un procedimiento preferente y sumario, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en los casos previstos por la ley.

Establecida la lesión de uno o varios de tales derechos, el juez de tutela profiere una orden de naturaleza imperativa, tendiente a brindar amparo a la persona víctima del agravio, la que debe ser obedecida de manera inmediata para terminar con el quebranto al orden constitucional.

Los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991 consagran una oportunidad y una vía procesal específica para lograr el cumplimiento de las sentencias de tutela y para imponer sanciones pecuniarias o privativas de la libertad al infractor. Se busca así hacer efectivo el amparo otorgado a quien resultó lesionado en sus derechos  fundamentales.

En este caso, en la sentencia que concedió la tutela, aunque ha debido serlo, no se señaló de manera concreta cuál era el funcionario que debía atender la orden impartida. Sin embargo, de conformidad con el artículo 5º, numeral 12 del Decreto 0065 de 2004, vigente para cuando se produjo el fallo, era el gerente general de Cajanal EICE el competente para expedir los actos administrativos sobre reconocimiento de prestaciones económicas como aquella a que se refiere la solicitud que elevó la actora ante esa entidad y fue a él a quien se le corrió el traslado del incidente propuesto.

Ese funcionario no se pronunció en el curso de este incidente ni aportó prueba para acreditar que cumplió la orden impartida.

En tal  forma se concluye que no se adoptó medida alguna para cesar en la vulneración al derecho de petición cuya protección se dispuso y al no acatar el fallo de tutela, continúa quebrantado el orden constitucional.

Sobre el tema dijo la Corte Constitucional:

“Esa orden proferida en sede constitucional debe ser acatada en forma inmediata, total y sin interpretaciones por su destinatario, ya sea una autoridad pública, o un particular en los casos contemplados en la ley, sin entrar a considerar si los fallos que las contienen son o no convenientes o contravienen sus intereses, pues solo les basta con saber que han sido dictados por jueces de la República que, en ejercicio de sus facultades constitucionales, han proferido una decisión destinada a hacer valer el imperio de las normas constitucionales que consagran derechos fundamentales. Si no se cumple, el orden constitucional continúa quebrantado, con el agravante de que se pone en tela de juicio la eficacia de las normas constitucionales que protegen los derechos fundamentales.

“En el evento de presentarse el desconocimiento de una orden proferida por el juez constitucional, el sistema jurídico tiene prevista una oportunidad y una vía procesal específica, con el fin de obtener que las sentencias de tutela se cumplan y, para que en caso de no ser obedecidas, se impongan sanciones que pueden ser pecuniarias o privativas de la libertad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991.

“Resulta entonces, que la figura jurídica del desacato, se traduce en una medida de carácter coercitivo y sancionatorio con que cuenta el juez de conocimiento de la tutela, en ejercicio de su potestad disciplinaria, para sancionar con arresto y multa, a quien desatienda las órdenes o resoluciones judiciales que se han expedido para hacer efectivo la protección de derechos fundamentales, a favor de quien o quienes han solicitado su amparo…”
  

Vale la pena en este caso poner de presente que aunque la Corte Constitucional, en sentencia T-1234 del 10 de diciembre de 2008, tuteló a quien ahora es sancionado su derecho fundamental al buen nombre por ser víctima de constantes señalamientos públicos como persona negligente en el cumplimiento de sus deberes en su calidad de autoridad responsable de Cajanal, en este caso no se incurre en dicha vulneración porque en la misma providencia impuso la Corporación a la Caja, como obligación principal, informar a todas las personas que presenten solicitudes en desarrollo de su objeto sobre:

1. El listado de requisitos para que pueda producirse una respuesta de fondo; 
2. Las razones por las cuales no está en condiciones de dar una respuesta en lo términos legales y jurisprudenciales; 
3. El tiempo estimado de respuesta, de acuerdo con el tipo de solicitud y,
4. Las gestiones específicas que se adelantan en orden a ajustar sus tiempos de respuesta a los términos legales.

Esa obligación no se advierte cumplida por el gerente de Cajanal, pese a las diligencias que hizo el juzgado que conoce en primera instancia para lograr que ejerciera su derecho de defensa y que explicara los motivos relevantes que le impedían dar cumplimiento a su deber legal, pues en el trámite de la acción de tutela no actuó y tampoco lo hizo en el incidente por desacato.
Finalmente hay que decir que aunque por Decreto 2196 del 12 de junio de 2009 se dispuso la supresión y liquidación de la Caja Nacional de Previsión Social, esta situación no afecta el trámite incidental que se ha llevado a cabo ni la sanción impuesta porque hasta el momento no se han expedido los actos administrativos de nombramiento de gerente liquidador de esa entidad por lo que sigue siendo el doctor Augusto Moreno Barriga quien la representa
.
En consecuencia, como tuvo razón la señora juez de primera instancia al penarlo en la forma prevista por la ley, se avalará la providencia objeto de consulta. 

Por tanto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil - Familia,  

R E S U E L V E :

CONFIRMAR el auto proferido el 8 de junio de 2009 por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira.
Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,



Claudia María Arcila Ríos

Gonzalo Flórez Moreno
(Con permiso)
Jaime Alberto Saraza Naranjo
� Sentencia T-465 de 2005





� Dispone el parágrafo del artículo 5 del Decreto  2196 de 2009 que “El cargo de Gerente General de la Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL EICE quedará suprimido a partir de que el liquidador tome posesión.”
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